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CENHIES
33 años de trayectoria

Legado y evolución educativa

Judith Ferrer

Treinta y tres años pueden medirse en 
calendarios, generaciones o edificios 
construidos. Para el Centro Hidalguen-

se de Estudios Superiores (CENHIES), tam-
bién pueden contarse en historias de vida: 
estudiantes que concluyeron una carrera, 
familias que acompañaron el proceso y pro-
fesionistas que hoy desarrollan su actividad 
laboral en Hidalgo y otras entidades del país.

La historia comenzó en 1993, en un 
pequeño espacio rentado sobre la calle 
Guerrero, en el centro de Pachuca. Dos 
años después, la institución se trasladó a 
las instalaciones que actualmente ocupa. 
Desde entonces, su crecimiento ha esta-
do acompañado por distintas generacio-
nes y por una transformación constante 
de su infraestructura, sus programas aca-
démicos y su comunidad educativa.

A más de tres décadas de aquel inicio, 
el CENHIES ha formado a alrededor de 35 
mil profesionistas, una cifra que dimen-
siona el alcance de un proyecto educa-
tivo que ahora enfrenta nuevos desafíos.

El aniversario 33 fue, por ello, más 
que una celebración. Representó tam-
bién un momento para revisar el camino 
recorrido y plantear hacia dónde debe 
dirigirse la institución.

En entrevista, Alejandro Chapey Ra-
mírez Zúñiga, presidente del Consejo de 

Administración, habló sobre el legado de 
su padre, el fundador Leonardo Ramírez 
Álvarez, así como de la etapa de reorgani-
zación que actualmente vive la institución.

Desde su infancia estuvo cerca de la 
evolución del CENHIES y fue testigo de 
la construcción de los espacios que hoy 
conforman la institución. “Me tocó vivir 
prácticamente toda su etapa de creci-
miento, de construcción de sus edificios”.

Para Chapey Ramírez, continuar con 
el proyecto iniciado por su padre implica 
una responsabilidad que va más allá de lo 
administrativo. “Es una gran obra y, sobre 
todo, significa una responsabilidad de sa-
carla adelante, de hacerla crecer”.

EL LEGADO, EL PUNTO DE PARTIDA

En esta historia ocupa un lugar funda-
mental Leonardo Ramírez Álvarez, fun-
dador del CENHIES, cuya visión y com-
promiso fueron reconocidos durante la 
ceremonia conmemorativa.

La rectora Adelfa Zúñiga Fuentes des-
tacó la importancia de mantener presente 
ese legado, que permanece en estudian-
tes, docentes, egresados y en toda la co-
munidad educativa.

Para Chapey Ramírez, continuar con 
el proyecto iniciado por su padre repre-
senta una responsabilidad familiar. “Es 
parte fundamental de mi vida”.

De un pequeño 
espacio rentado 

en el centro de 
Pachuca a una 
institución que 
ha formado a 

alrededor de 35 
mil profesionistas; la 
institución presenta 

nueva oferta 
educativa 
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REORGANIZAR PARA CRECER

El propósito de esta nueva etapa es con-
solidar una estructura en la que la prepa-
ración y especialización acompañen el 
crecimiento de cada área. “Tenemos que 
concluir esa transición donde solamente 
haya gente especializada coordinando 
las áreas donde debe estar”, señala.

El lema institucional, “Piensa y traba-
ja, lucha y vence”, resume parte de esa 
filosofía: prepararse, trabajar por los ob-
jetivos y enfrentar los obstáculos como 
parte del camino.

ACTUALIZARSE PARA EL FUTURO 

La renovación de los planes de estu-
dio es otra de las prioridades. Las siete 
carreras fueron sometidas a trámite de 
actualización en octubre de 2024 y, de 
acuerdo con Chapey Ramírez, para junio 
de 2025 los nuevos programas educati-
vos ya habían sido aceptados.

La actualización responde también a 
los cambios que experimentan las dis-
tintas profesiones. Un ejemplo es Diseño 
Gráfico, área que enfrenta nuevos desa-
fíos ante el desarrollo de herramientas de 
inteligencia artificial. “La IA está sustitu-
yendo el trabajo que hacían manualmen-
te o personalmente un diseñador gráfico”.

Ante este escenario, el reto consiste 
en modernizar los programas y orientar 

la formación hacia nuevas capacidades, 
de manera que la educación avance al 
mismo ritmo que las herramientas y ne-
cesidades del mundo laboral.

UNA OFERTA EDUCATIVA
EN EXPANSIÓN

El CENHIES cuenta con oferta educativa 
desde secundaria hasta posgrados.

En licenciatura se encuentran De-
recho, Contaduría, Administración de 
Empresas, Administración de Empresas 
Turísticas, Diseño Gráfico y Psicología. 

A esta oferta se suman cuatro maes-
trías en el área jurídica: Derecho Fiscal Ad-

ministrativo Avanzado; Derecho Corporati-
vo Integral; Derecho Laboral y Negociación 
de Conflictos; y Derecho Penal y Procedi-
mientos Orales.

La institución también analiza la incor-
poración de nuevas licenciaturas, entre 
ellas Gastronomía, algunas ingenierías y 
Enfermería, con el propósito de ampliar las 
opciones para las nuevas generaciones.

La expectativa es que durante los 
próximos dos años el CENHIES logre 
incrementar y actualizar su oferta edu-
cativa, en respuesta a las necesidades 
de un entorno profesional que cambia 
constantemente.
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2027, APUESTA POR LA 
ACTUALIZACIÓN
Después de 15 años, el CENHIES amplía 
su oferta educactiva con la incorporación 
de cuatro nuevas maestrías en el ámbito 
jurídico, cuyos programas cuentan con va-
lidez oficial de estudios (RVOE) y tendrán 
vigencia a partir de 2027.

Las maestrías abiertas son: Derecho 
Fiscal Administrativo Avanzado, en Derecho 
Corporativo Integral, en Derecho Laboral y 
Negociación de Conflictos, así como Dere-
cho Penal y Procedimientos Orales, todas 
estarán vigentes a partir de enero 2027.

Con programas académicos actualiza-
dos, innovadores y flexibles, pues contem-
pla alternativas presenciales y virtuales.

La incorporación de las maestrías reafir-
ma la apuesta de CENHIES por la actualiza-
ción de su oferta educativa y la consolidación 
de opciones de formación especializada.
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La infraestructura hospitalaria, el abastecimien-
to de medicamentos y las deficiencias en la co-
bertura médica marcaron la comparecencia de 

la secretaria de Salud de Hidalgo, Vanesa Escalante 
Arroyo, ante el Congreso del Estado, como parte 
del análisis del cuarto informe de gobierno de Julio 
Menchaca Salazar.

Durante la sesión ordinaria, encabezada por el pre-
sidente de la Junta de Gobierno, el diputado Andrés Ve-
lázquez Vázquez, la funcionaria presentó los principales 
resultados de la dependencia y respondió a los cues-
tionamientos de las distintas fuerzas políticas sobre los 
desafíos que enfrenta el sistema de salud estatal.

Aunque el informe destacó inversiones, campa-
ñas de prevención y atención a emergencias, las 
intervenciones legislativas pusieron sobre la mesa 
problemas pendientes: la falta de medicamentos e 
insumos, la insuficiencia de personal especializado, 
las condiciones laborales de los trabajadores y las 
dificultades que enfrentan las comunidades aleja-
das para acceder a servicios médicos oportunos.

INFRAESTRUCTURA Y PREVENCIÓN
Entre los proyectos más relevantes, Escalante Arroyo 
destacó la construcción y el equipamiento del Hos-
pital General de Actopan, con una inversión supe-
rior a 861 millones de pesos, destinado a beneficiar 
a aproximadamente 132 mil habitantes del Valle del 
Mezquital. La dependencia trabaja en la conclusión de 
la infraestructura, mientras que IMSS-Bienestar prevé 
asumir la contratación del personal, los insumos y el 
equipamiento correspondiente. La inauguración se 
estima para diciembre de 2026.

En cuanto al nuevo Hospital General de Pachu-
ca, la secretaria informó que se encuentra en proce-
so de transferencia al gobierno federal, paso previo 
para que IMSS-Bienestar asuma su operación.

DESABASTO DE MEDICAMENTOS
Uno de los asuntos que concentró mayor atención 
durante la comparecencia fue el suministro de me-
dicamentos e insumos médicos, así como las mani-
festaciones del personal sanitario que ha denuncia-
do carencias en las unidades de atención.

La funcionaria señaló que el tema se ha abor-
dado en cinco sesiones del Consejo Estatal de 
Salubridad y que la dependencia mantiene coordi-
nación con autoridades federales para atender las 
necesidades de las unidades médicas.

Sin embargo, los cuestionamientos legislativos 
también incluyeron la suspensión de cirugías progra-
madas en hospitales de Tulancingo, Actopan y Pachu-
ca por falta de insumos, además de las dificultades 
para garantizar tratamientos especializados.

Escalante Arroyo manifestó su respaldo al 
personal de salud y reconoció la importancia de 
atender sus demandas. Asimismo, indicó que ha 
planteado ante autoridades federales la situación 
salarial de médicos especialistas y trabajadores del 
sector, con el propósito de buscar mejores condi-
ciones laborales y fortalecer las plantillas médicas.

COMUNIDADES ALEJADAS
La atención en localidades rurales e indígenas fue otro 
de los ejes de la discusión. Legisladores advirtieron 
sobre las dificultades para acceder a consultas, me-
dicamentos, ambulancias y servicios especializados, 
particularmente en la Huasteca hidalguense y la Sierra.

La secretaria informó que se trabaja con los 84 
municipios del estado para reabrir casas de salud 
mediante el Sistema Universal de Salud, con la 
meta de habilitar más de 600 consultorios y ampliar 
la cobertura en comunidades que permanecen sin 
atención permanente.

Salud en Hidalgo
Infraestructura, abasto de medicamentos y atención médica

Vanesa Escalante 
compareció ante 
la LXVI Legislatura 
y respondió sobre 
desabasto de 
medicamentos, falta 
de especialistas, 
condiciones laborales 
y operación de 
hospitales.
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Judith Ferrer

El Centro Hidalguense de Estudios 
Superiores (CENHIES) y la Asocia-
ción de Abogados de Latinoamérica 

formalizaron un convenio de colabora-
ción que abre la puerta a proyectos con-
juntos, capacitación y nuevas oportuni-
dades de formación para estudiantes, 
egresados y profesionales del Derecho.

Durante la firma, el presidente de la 
Asociación de Abogados de Latinoamé-
rica, Luis Roberto Campero Hernández, 
destacó que el acuerdo representa un 
punto importante para la organización, 
principalmente por la vinculación acadé-
mica con el CENHIES.

Señaló que ya existen integrantes 
de la asociación interesados en parti-
cipar en cursos y actividades acadé-
micas, entre ellas las relacionadas con 
el Código Nacional de Procedimientos 
Civiles y Familiares, por lo que anticipó 
que la colaboración permitirá desarro-
llar distintos proyectos.

Por su parte, la rectora del CENHIES, 
Adelfa Zúñiga Fuentes, expuso que la 
alianza busca que los estudiantes ten-
gan una mayor vinculación con el ejerci-
cio profesional y que los integrantes de 
la asociación también puedan acceder 
a beneficios académicos, entre ellos 
descuentos en colegiaturas, opciones 
de titulación y estudios de posgrado.

Estas acciones, indicó, forman parte de 
una estrategia más amplia de vinculación 
e internacionalización. Actualmente man-
tiene convenios académicos con institu-
ciones de Colombia, Perú, Costa Rica, Ar-
gentina y España, entre ellas la Universidad 
Cooperativa de Colombia, la Universidad 
Agustiniana, la Universidad César Vallejo, la 
Universidad de las Américas de Costa Rica 
y la Universidad Católica de Ávila.

Actualmente tres estudiantes del 
CENHIES realizan una estancia en Co-
lombia, mientras que otros han parti-
cipado en programas de movilidad en 
España. La institución prevé ampliar sus 
alianzas hacia países de habla inglesa.
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pactan colaboración para
impulsar formación jurídica

CENHIES y abogados 
de Latinoamérica

Vamos a participar de 
muchísimas maneras. 
Creo que esto es 
algo que nos ayuda 
a ambas instituciones. 
Es una manera de 
crecer ambos”,
LUIS ROBERTO CAMPERO 

Director General de asesores 
legales latinoamericanos

El convenio permitirá 
fortalecer vínculos 
institucionales, 
compartir 
conocimientos 
e impulsar 
oportunidades 
de formación 
y desarrollo 
profesional.
ADELFA ZÚÑIGA FUENTES 

Rectora del CENHIES
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Judith Ferrer

El Colegio Foro Hidalguense de Abogados Pos-
tulantes, A.C. se convirtió en el primero en la 
entidad en aparecer en el apartado correspon-

diente de las Constancias de Situación Profesional, 
luego de cumplir con la documentación requerida 
para su incorporación.

Durante su sesión ordinaria de octubre, Flor 
Guadalupe Hernández Ibarra, directora general de 
Profesiones de la Secretaría de Educación Pública 
de Hidalgo (SEPH), entregó las constancias a inte-
grantes de la agrupación y explicó sus alcances.

En este primer bloque, cerca de 30 abogados reci-
bieron el documento; el proceso continuará hasta incor-
porar a la totalidad de los asociados, informó el presi-
dente del Foro Hidalguense, Javier Omar Montoya Piña.

“Representa un motivo de orgullo para el Foro, 
porque refleja nuestra capacidad de organización 
y el compromiso de todos los que integramos esta 
asociación para atender oportunamente los requisi-
tos solicitados por Profesiones”, señaló.

Explicó que la incorporación del nombre de la 
agrupación en las constancias también fortalece la 
identidad de sus integrantes y el vínculo gremial.

La Constancia de Situación Profesional concen-
tra información relacionada con la trayectoria del 
profesionista y no sustituye la cédula profesional. 
En este caso, también permite identificar su perte-
nencia al Colegio Foro Hidalguense.

A unas semanas de que la asociación cumpla 
32 años de trayectoria, el próximo 28 de octubre, 
Montoya Piña destacó que mantiene sesiones or-
dinarias y actividades de actualización profesional 
mediante conferencias.
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primero en la entidad en aparecer en
Constancias de Situación Profesional

Colegio Foro Hidalguense

Refleja nuestra capacidad de organización 
y el compromiso de todos los que 
integramos esta asociación.

JAVIER OMAR MONTOYA PIÑA 
Presidente del Foro Hidalguense
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Economista egresado de la UAEH, 
con maestrías en Administración 
Pública y Evaluación de Políticas 
Públicas, así como amplia formación 
en fiscalización, finanzas públicas, 
evaluación del desempeño y 
combate a la corrupción.

Cuenta con experiencia en los 
ámbitos federal, estatal y municipal. 
Al frente de la ASEH, ha impulsado 
la modernización institucional 
mediante la profesionalización del 
personal, transformación digital, 
fortalecimiento de la fiscalización 
y adopción de estándares 
internacionales, incluyendo 
certificaciones ISO 9001, ISO 37001 
e ISO/IEC 17025, además de Great 
Place to Work.

En el ámbito profesional, presidió el 
Colegio de Economistas del Estado 
de Hidalgo y fue Secretario del 
Exterior de la Federación de Colegios 
de Economistas de México. En 2024 
recibió el Premio Estatal de Economía 
“Luis Ángeles Ángeles”, en la categoría 
de Mérito en el Servicio Público.

@jorvalverdeASEH

Mtro. Jorge 
Valverde Islas La fiscalización superior en México 

vive una etapa de transformación 
que obliga a repensar no sólo los 

procedimientos de auditoría, sino tam-
bién el marco jurídico que los sustenta. 

En un contexto marcado por una cre-
ciente exigencia ciudadana de transpa-
rencia, eficiencia y resultados, los órga-
nos de control enfrentan el desafío de 
fortalecer su capacidad institucional sin 
perder de vista los principios del Federa-
lismo mexicano. Bajo esta perspectiva, la 
armonización legislativa se ha converti-
do en uno de los temas más relevantes 
para el futuro de la rendición de cuentas.

La importancia de este debate quedó 
de manifiesto durante el Cuarto Encuentro 
Nacional por la Armonización Legislativa y 
el Fortalecimiento del Sistema de Fiscali-
zación en México, celebrado en Hidalgo. 

Más allá de su carácter académico 
y técnico, el encuentro evidenció la ne-
cesidad de construir mecanismos que 
permitan una mayor coordinación entre 
los distintos actores involucrados en la 
vigilancia de los recursos públicos.

Uno de los principales retos de la fiscali-
zación mexicana deriva de la existencia de 
marcos normativos que, si bien comparten 
principios generales, mantienen diferencias 
relevantes entre entidades federativas. Estas 
variaciones pueden generar criterios distintos 
para la revisión del gasto público, el segui-
miento de observaciones, la determinación de 
responsabilidades y la aplicación de procedi-
mientos de auditoría. El resultado es un siste-
ma que, en ocasiones, opera con velocidades 
y capacidades institucionales desiguales.

La armonización legislativa busca 
atender precisamente esa problemáti-
ca. Su propósito no es uniformar mecá-
nicamente las leyes estatales ni limitar 
la autonomía de los congresos locales, 
sino construir estándares mínimos com-
partidos que fortalezcan la coordinación 
institucional y otorguen mayor certeza 
jurídica a todos los participantes del 
proceso fiscalizador. Cuando las reglas 
son compatibles, la colaboración entre 
instituciones se vuelve más eficiente y 
los resultados pueden medirse bajo pa-
rámetros comparables.

La relevancia del encuentro también 
estuvo determinada por el nivel de los 
actores convocados. La presencia del 
gobernador Julio Menchaca durante la in-
auguración envió una señal clara sobre la 
importancia estratégica que tiene la rendi-
ción de cuentas para el fortalecimiento de 
las instituciones democráticas. La fiscali-
zación dejó hace tiempo de ser un asunto 
exclusivo de especialistas; hoy constituye 
un elemento central para la confianza ciu-
dadana y la legitimidad gubernamental.

Asimismo, destacó la participación 
del diputado federal Javier Octavio He-
rrera Borunda, presidente de la Comi-
sión de Vigilancia de la Auditoría Supe-
rior de la Federación. Su intervención 
otorgó al encuentro una dimensión 
particularmente relevante al vincular la 
reflexión técnica con la posibilidad real 
de impulsar reformas legales. Después 
de todo, la mejora de los sistemas de 
fiscalización depende tanto de la ca-
lidad de los diagnósticos como de la 
capacidad para traducirlos en cambios 
normativos concretos.

Fiscalización superior y armonización legislativa

Cuentas públicas
y federalismo

Fiscalizar requiere construir un marco normativo capaz 
de articular a la Federación, los estados y los órganos 

fiscalizadores bajo estándares compartidos, sin 
menoscabar el Federalismo. 
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En este contexto sobresalió la entrega 
de propuestas de armonización legislati-
va impulsadas conjuntamente por Javier 
Octavio Herrera Borunda y el diputado 
Andrés Velázquez Vázquez, presidente de 
la Junta de Gobierno del Congreso del 
Estado Libre y Soberano de Hidalgo. Este 
ejercicio representó mucho más que un 
acto protocolario. Simbolizó la posibilidad 
de construir puentes entre el ámbito le-
gislativo federal y los congresos estatales 
para avanzar hacia una fiscalización más 
articulada, moderna y eficaz.

Igualmente significativa fue la parti-
cipación de la Auditoría Superior de la 
Federación (ASF), cuya experiencia y li-
derazgo técnico resultan fundamentales 
para la consolidación del Sistema Na-
cional de Fiscalización. La ASF no sólo 
aporta metodologías y criterios especia-
lizados; también funge como un referen-
te para la construcción de mecanismos 
de coordinación que permitan fortalecer 
las capacidades institucionales de las 
entidades fiscalizadoras locales.

La asistencia de auditorías superiores 
estatales de diversas regiones del país 
confirmó que se trata de una preocupa-
ción compartida. Los desafíos que en-
frentan las entidades fiscalizadoras son 
cada vez más similares: incorporación de 
tecnologías emergentes, fortalecimiento 

de controles internos, fiscalización de 
recursos concurrentes, evaluación del 
desempeño y mejora de la transparencia 
gubernamental. Ninguno de estos retos 
puede enfrentarse de manera aislada.

Además, la discusión sobre armoniza-
ción legislativa coincide con una evolu-
ción conceptual de la propia fiscalización. 
Tradicionalmente, el énfasis se colocaba 
en detectar irregularidades después de 
concluido el ejercicio de los recursos. Hoy 
existe un consenso cada vez mayor en fa-
vor de modelos preventivos que permitan 
identificar riesgos, fortalecer controles y 
mejorar la gestión pública antes de que 

los problemas ocurran. Esta transición re-
quiere normas actualizadas, capacidades 
técnicas suficientes y criterios homogé-
neos de actuación.

En última instancia, la trascendencia del 
encuentro realizado en Hidalgo radica en 
haber reunido a quienes tienen la capaci-
dad de transformar el sistema de rendición 
de cuentas del país: la Auditoría Superior 
de la Federación, las entidades fiscaliza-
doras estatales, los poderes legislativos y 
los gobiernos locales. La convergencia de 
estos actores demuestra que existe una 
conciencia creciente sobre la necesidad 
de fortalecer la coordinación institucional 
y modernizar los marcos normativos que 
regulan la fiscalización superior.

La armonización legislativa no debe 
entenderse, por tanto, como un ejerci-
cio burocrático ni como una simple revi-
sión de leyes. Constituye una estrategia 
orientada a perfeccionar el federalis-
mo, fortalecer la rendición de cuentas y 
construir instituciones más capaces de 
responder a las exigencias de la socie-
dad. En un momento en el que la con-
fianza pública se ha convertido en uno 
de los activos más valiosos de las de-
mocracias contemporáneas, avanzar 
hacia una fiscalización más coordinada, 
homogénea y efectiva es una tarea que 
ya no admite demora.
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Abogada líder, estratega y defensora 
incansable de los derechos humanos, 
quien actualmente se desempeña 
como Presidenta de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de 
Hidalgo (CDHEH) por un periodo de 
cinco años, tras su nombramiento el 
29 de julio de 2022. 

Asimismo, su colosal liderazgo e 
incidencia a nivel nacional la han 
llevado a ser elegida como Tesorera 
de la Federación Mexicana de 
Organismos Públicos de Derechos 
Humanos (FMOPDH).

Su trayectoria se caracteriza por un 
firme compromiso con la equidad de 
género, los derechos de las infancias, 
el derecho de las mujeres a una vida 
libre de violencia y, de manera muy 
destacada, por su estrecho trabajo 
cercano a la comunidad LGBTQy+ 
en la defensa de sus derechos y 
la erradicación de toda forma de 
discriminación y discursos de odio. 
Estas causas fundamentales las 
ha impulsado activamente como 
conferencista y ponente en diversos 
foros de alto impacto. 

Cuenta con una sólida formación 
académica que incluye la Maestría en 
Género, Derecho y Proceso Penal por 
el Centro de Estudios de Posgrado, 
respaldada por diversas certificaciones 
y diplomados en instituciones de 
prestigio internacional como el 
Tecnológico de Monterrey, Documenta 
A.C. y ONU Mujeres México.

Como líder transformadora dentro 
de la sociedad civil, ha fundado 
organizaciones clave para el 
desarrollo social, tales como el 
Colectivo “Caminando Hidalgo” 
y “Conciencia Resiliente A.C.”. Su 
experiencia en la gestión pública 
abarca roles directivos y técnicos en el 
Instituto Hidalguense de la Juventud, 
el Instituto Estatal Electoral de 
Hidalgo (IEEH) y la propia CDHEH.

Mtra. Ana Karen
Parra Bonilla Vivimos en la era de la hiperinforma-

ción, nunca antes en la historia de 
la humanidad había sido tan senci-

llo acceder a las leyes, tratados interna-
cionales o artículos constitucionales. A un 
solo clic de distancia, cualquier persona 
en el estado de Hidalgo puede consultar 
la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos o la legislación local que nos 
rige. Sin embargo, este acceso masivo a 
los datos nos ha colocado ante un espe-
jismo peligroso: hemos confundido estar 
informados con estar conscientes; hemos 
asumido, erróneamente, que memorizar 
un catálogo de prerrogativas es equiva-
lente a saber defenderlas y ejercerlas.

La información es un primer paso 
indispensable, pero es estática. Saber 
que el artículo primero constitucional 
prohíbe la discriminación es un dato útil 
para un examen escolar, pero no trans-
forma la realidad por sí solo. El verda-
dero cambio social ocurre cuando esa 
información transita hacia la compren-
sión profunda. Comprender un derecho 
significa interiorizarlo, entender que no 
es una concesión benévola del Estado 
ni un texto de simulación jurídica, sino 
un escudo vivo y una herramienta coti-
diana para la dignidad humana. 

Estar informado es un acto cogniti-
vo; comprender es un acto de emanci-
pación, de las prácticas malévolas de un 
mal ejercicio en alguna institución y es 
que no basta con informar o saber co-
municar es necesario comprender.

Desde la Comisión de Derechos Hu-
manos del Estado de Hidalgo hemos 
insistido en que las instituciones no 
podemos limitarnos a ser frías reparti-

doras de folletos o contadoras de con-
ferencias impartidas. 

El gran reto de nuestra época es lo-
grar la apropiación social del derecho. 
Cuando una mujer en la Huasteca, un 
joven en la zona metropolitana de Pa-
chuca o una persona de la diversidad 
sexo-genérica comprende sus derechos, 
el panorama cambia por completo. Esa 
comprensión le permite identificar la 
violencia sutil, reconocer la negligen-
cia institucional y, sobre todo, articular 
una exigencia legítima de justicia. Quien 
comprende su derecho ya no pide favo-
res al servicio público; exige el cumpli-
miento de obligaciones, pero más allá 
toma decisiones.

Esta diferencia es crucial en el México 
y el Hidalgo contemporáneos. La mera in-
formación suele quedarse en el terreno de 
lo abstracto. La gente sabe que existe el 
derecho a la salud, pero cuando se enfren-
ta a un hospital desabastecido, la falta de 
comprensión profunda sobre el alcance de 
ese derecho puede llevar a la resignación. 

En cambio, cuando la persona com-
prende que la salud es una garantía exi-
gible, que el Estado tiene la obligación de 
progresividad y que existen mecanismos 
de defensa, quienes ejercemos este dere-
cho se activa. Pasamos entonces de una 
sociedad pasiva y receptora a una comu-
nidad vibrante, crítica y participativa.

Dignidad viva;
del dato a la acción

Más allá de conocer las leyes, transformar la 
información en comprensión profunda permite a 

la ciudadanía apropiarse de sus derechos

«Un pueblo que comprende 
sus derechos es un pueblo 

que no se deja intimidar.»
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Por ello, la pedagogía de los dere-
chos humanos debe transformarse. No 
podemos seguir enseñando el derecho 
desde la solemnidad del escritorio o el 
lenguaje críptico de quienes ejercemos 
la abogacía. Tenemos que hablar el idio-
ma de la cotidianidad, de la milpa, del 
aula, del transporte público y de la calle. 
Comprender el derecho implica también 
desarrollar empatía colectiva. No se tra-
ta solo de saber qué me corresponde a 
mí, sino de entender que el atropello al 

derecho de mi vecino es una herida di-
recta al tejido social que sostiene a toda 
la comunidad. La comprensión nos dota 
de una visión comunitaria: mi dignidad 
está intrínsecamente ligada a la tuya.

Este cambio de paradigma es el que 
verdaderamente rompe las barreras de 
la desigualdad. Históricamente, los gru-
pos en situación de vulnerabilidad han 
sido informados de sus carencias, pero 
sistemáticamente alejados de la com-
prensión de su poder colectivo. Al demo-
cratizar el entendimiento del derecho, 
dotamos a las personas de una brújula 
para navegar ante los abusos. Un pueblo 
que comprende sus derechos es un pue-
blo que no se deja intimidar.

El camino no es sencillo y requiere 
un compromiso absoluto, no sólo de los 
organismos públicos autónomos, sino de 
la sociedad civil organizada, la academia 
y los medios de comunicación. 

Debemos transitar del dato frío a 
la historia de vida, de la estadística al 
impacto humano. Necesitamos que las 
infancias hidalguenses crezcan no sólo 
sabiendo que tienen derecho a opinar, 
sino experimentando espacios reales 

donde su voz transforme su entorno 
escolar y familiar.

Hidalgo tiene una riqueza cultural y 
una diversidad que nos compromete a 
descentralizar este entendimiento. Los 
derechos humanos no pueden ser un 
privilegio centralizado en las ciudades. 
Deben resonar con la misma fuerza y 
claridad en cada rincón de nuestra geo-
grafía, adaptándose a los contextos so-
cioculturales de nuestras comunidades 
indígenas y respetando sus dinámicas, 
pero manteniendo siempre como eje in-
quebrantable la dignidad de la persona.

Hagamos de la conciencia un hábito 
y del entendimiento nuestra mayor for-
taleza. Estar informados nos hace co-
nocedores de una realidad; comprender 
nuestros derechos nos hace arquitectos 
de nuestra propia justicia. 

No nos conformemos con saber que 
los derechos existen en el papel; salgamos 
a la calle a hacerlos cuerpo, comunidad y 
vida democrática. Solo así, transformando 
el conocimiento en comprensión y la com-
prensión en acción, consolidaremos un 
Hidalgo verdaderamente justo, igualitario 
y digno para todas las personas.
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Es Licenciado en Derecho, egresado 
del Instituto de Ciencias Sociales de 
la Universidad Autónoma del Estado 
de Hidalgo. Cuenta con estudios de 
Maestría en Derecho Constitucional 
y Amparo, especialidad en Justicia 
Electoral y diversos diplomados en 
mediación, conciliación y justicia 
alternativa.

A lo largo de su trayectoria profesional 
ha ocupado diversos cargos en el 
ámbito judicial y electoral de Hidalgo, 
entre ellos magistrado presidente 
del Tribunal Electoral del Estado de 
Hidalgo, consejero presidente del 
Instituto Estatal Electoral, magistrado 
de la Segunda Sala Penal y de la 
Segunda Sala Civil y Familiar del 
Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, así como director del Instituto 
de Profesionalización e Investigaciones 
Jurídicas del Poder Judicial.

También ha participado en la 
implementación del Nuevo 
Sistema de Justicia Penal como 
capacitador certificado por la SETEC 
y ha desempeñado funciones 
relacionadas con la justicia para 
adolescentes, disciplina judicial y el 
Sistema Estatal Anticorrupción.

Actualmente se desempeña como 
Magistrado Presidente de la Sala 
Unitaria Especializada en Justicia 
para Adolescentes y Titular de la 
Octava Sala Unitaria del Sistema 
Penal Acusatorio del TSJEH.

Magdo. Mario Ernesto 
Pfeiffer Islas

Por nuestros orígenes, la figura del 
Poder Ejecutivo en México, ha tenido 
caminos muy diversos en el constitu-

cionalismo nacional y desde luego en el 
de las entidades federativas, lejos de un 
camino lineal, la historia nos muestra una 
vereda sinuosa y accidentada, en donde 
nuestro estado no ha sido la excepción.

Siendo el estado de Hidalgo, una enti-
dad joven, apenas creadas en el año 1869, 
esta figura no ha tenido que pasar por 
algunas experiencias en su constituciona-
lismo, como las presentadas al inicio del 
siglo XIX, por ejemplo: figuras de vicego-
bernadores, juntas consultivas, consejos 
de gobierno, prefecturas, subprefecturas, 
o bien, fórmulas electorales como las que 
prevalecieron en el siglo XIX en México.

Desde su origen, la Constitución de 
Hidalgo contempló un Poder Ejecutivo uni-
personal, esto es, que radica en una sola 
persona: el gobernador. De ahí la gran 
responsabilidad de este cargo, ya que si 
bien, cuenta con un gran equipo para auxi-
liarle, la responsabilidad es de quien ejerce 
como titular dicha encomienda.

El tema de la edad, se presentó entre 
los 35 años del texto original, a los 30 que 
después se contemplaría, hasta llegar hoy, 
con la reforma de julio 2025, con la corres-
pondencia de la edad ciudadana.

El voto directo:
una tradición hidalguense
La elección de gobernador en Hidalgo, 
siempre fue directa desde su regulación 
constitucional en 1870, esto significa 
que el voto que emiten los ciudadanos 
debe de ser contabilizado al candidato 
de su preferencia y no, a través de com-
promisarios que eran intermediarios en-
tre los candidatos y el pueblo a quien 
corresponde elegirlos, forma que des-
pués se empataría en la propia constitu-
ción federal, ya bien entrado el siglo XIX.

Del cuatrienio al sexenio 
El período de sus funciones es un tema 
que desde principios del siglo XX sufrió 
modificaciones, por los cambios nacio-
nales, así, en el texto original, el inicio del 
periodo del Ejecutivo local comenzaba el 
1 de abril y su duración era de 4 años, 
temporalidad que cambió para un sexe-
nio en mayo de 1944; en la actualidad, 
debe tomar posesión en septiembre. 

El Poder Ejecutivo
en Hidalgo
Una historia
constitucional
en movimiento
Desde la creación del estado en 1869, la 
figura del gobernador ha experimentado 
transformaciones: requisitos de acceso, duración 
del mandato, elección directa, régimen de 
ausencias, facultades administrativas, informes de 
gobierno y derecho de veto 
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El gobernador y las ausencias 
El texto constitucional de 1920, permitió 
la salida del gobernador, primero del terri-
torio estatal y después nacional, sólo con 
autorización del Congreso o de la Diputa-
ción Permanente, en su caso, siempre de-
signándose un gobernador interino para 
suplirlo ante dicha ausencia.

Las facultades del Ejecutivo en 1920 
El Poder Ejecutivo bajo el mandato de esta 
Constitución de 1920, tuvo atribuciones 
tradicionales de este órgano estatal como 
las de nombramiento libre y condicionado, 
así como de publicación de leyes, expedir 
reglamentos, teniendo también facultades 
en materia electoral, una de ellas seme-
jante a lo que está ocurriendo actual-
mente, como es la designación de auto-
ridades que suplan a los ayuntamientos, 
sólo que en aquella Carta Fundamental, 
correspondía al gobernador nombrar a 
una junta de administración integrada 
por tres personas que se encargara de la 
convocatoria en caso de la desaparición 
de los ayuntamientos. También era el Eje-
cutivo el que se encargaba de convocar 
a elecciones extraordinarias en caso de 
ausencia del Legislativo. 

En la primera constitución hidalguen-
se del siglo XX, no se aplicó el principio 
de no reelección absoluta, por lo que 
existieron disposiciones para los gober-
nadores que hubieran tenido el carácter 
de sustitutos y provisionales, para una 
elección consecutiva.

Del informe a la rendición
anual de cuentas 
En el caso de lo que hoy conocemos 
como el “informe”, surgió con la presen-
tación de memorias cada nuevo congre-
so, para después rendir anualmente ante 
la representación popular, el día primero 
de marzo a partir del año de 1927, tras-
ladándose dicha obligación al primer día 
de abril en 1952 y para el año 57, sólo se 
exceptúa de este deber constitucional el 
último informe, mismo que se presentaba 
el 31 de marzo, para regresar a los térmi-
nos originales, a principios de los sesen-
ta, pero será en la más reciente reforma, 

por el cambio de fechas en la realización 
de los comicios que se estableció que el 
informe se debía presentar, los días 5 de 
septiembre de cada año, salvo el último 
año, el cual se presentaría un mes antes.

El gobernador como
intérprete administrativo 
Otra atribución que resulta interesante 
analizar es la que tenía de resolver du-
das sobre la aplicación de leyes a casos 
particulares por parte de los “Agentes de 
la Administración Pública”; postura que 
lo coloca como el gran intérprete de las 
normas administrativas.

Ahondando en el tema de la adminis-
tración pública, este cuerpo normativo  
de 1920, consideró a una secretaría ge-
neral como el órgano de comunicación 
entre el Ejecutivo y las autoridades, así 
como con los empleados del estado. 

De igual forma, se contempló un sub-
secretario que debía reunir los mismos 
requisitos que el secretario y que suplía 
sus faltas temporales.

Señaló aquel cuerpo constitucional 
que todas las leyes y decretos del Con-
greso, los reglamentos, acuerdos, órde-
nes y demás disposiciones del goberna-
dor debían ir firmadas por el Secretario 
General, lo que sería en la actualidad un 
refrendo, pero no sólo en el plano legis-
lativo, sino inclusive en el propio actuar 
administrativo.

El veto: una peculiaridad hidalguense 
Para concluir destaco el derecho de veto 
que tiene el ejecutivo estatal; mientras 
que, en la mayoría de las constituciones, 
incluyendo la federal, la facultad del Po-
der Ejecutivo de hacer observaciones a 
las leyes (comúnmente conocido como 
derecho de veto), sea este el presidente 
de la república o los gobernadores, es 
ilimitada, pues dicha facultad la puede 
ejercer para cualquier tipo de ley; en el 
caso hidalguense, se estableció de ori-

gen un veto limitado, esto es, la parti-
cipación del Poder Ejecutivo sólo en 
aquellos casos en que el acto emanado 
del Congreso, sea de su exclusiva com-
petencia, como sería la aprobación de 
su ley orgánica.

La exposición de motivos fija una po-
sición muy clara al respecto: 

El dinamismo del derecho continúa y lo 
que hoy es norma vigente, en cierto tiem-
po habrá de tener otros reacomodos. 

La buena teoría constituc ional a este 
respecto, consistiría quizá en distinguir 
entre las atribuciones del Congreso, 
aquellas que son propiamente legislativas, 
de las que son meramente ejecutivas y en 
otorgar al Poder Ejecutivo el veto cuando 
se trate de las primeras, negándoselo 
cuando de las segundas se trate.”

cecydheh@gmail.com 
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Licenciada en Derecho por la 
UAEH. Fue abogada en la H. Junta 
General de Asistencia en el Estado 
de Hidalgo y Sistema DIFH. Fungió 
como agente del Ministerio Público 
en la Procuraduría General de la 
República. Fue titular del área de 
Responsabilidades y Situación 
Patrimonial en el ayuntamiento de 
Pachuca. 

Se desempeñó como inspector 
jurídico en el Congreso del Estado, así 
como directora de Asuntos Jurídicos 
en el DIFH. Fue presidenta del Poder 
Judicial de Hidalgo y actualmente es 
directora de Derechos Humanos en la 
Secretaría de Gobierno de Hidalgo.

Mtra. Yanet 
Herrera Meneses

En un recuento a través del tiempo 
y las circunstancias, esta reflexión 
sobre la felicidad del pueblo -hoy 

bienestar social-, el  impacto de los de-
rechos humanos en la conciencia ciuda-
dana a 212 años de haber sido expre-
sado mantiene su vigencia, entendiendo 
que, a partir del contrato social escrito 
por Rousseau en 1762, se sustentan 
como principios de derecho político LI-
BERTAD E IGUALDAD como sustento de 
la justicia; para ello, se reconoce que la 
soberanía reside en el pueblo y sienta las 
bases de una democracia que, requiere 
división de poderes para su adecuado 
ejercicio gubernamental y así, la volun-
tad popular rige en sociedad a través de 
un pacto que se realiza a través de elegir 
con sustento cada autoridad. 

La idea que permanece
1813–2026
Hace más de dos siglos, Morelos 

colocó en el centro del proyecto nacio-
nal principios como soberanía popular, 
igualdad y libertad. La Constitución de 
Apatzingán vinculó la felicidad del pue-
blo con el goce de la igualdad, seguri-
dad, propiedad y libertad.

Dos siglos después, la pregunta per-
manece: ¿cómo garantizar que esos de-
rechos puedan ejercerse realmente?

En este transitar social, una deman-
da ciudadana es la de protección de su 
integridad personal y de sus bienes, se 
han implementado formas de cumplir 
esta demanda, LA SEGURIDAD ES UNA 
TAREA DE GOBIERNO, quien genera le-
yes y normas que permiten al conviven-

cia interpersonal base y sustento de la 
organización social llamada Estado, en 
ella participamos todos por esa nece-
sidad de convivencia humana, de co-
municación, de relacionarnos para un 
adecuado crecimiento y desarrollo per-
sonal y social; en 2026 esta convivencia 
social tiene reglas precisas: el ejercicio 
de libertades personales y colectivas a 
través del respeto irrestricto a derechos 
humanos y a la dignidad humana, con 
Igualdad y No discriminación.

Los derechos humanos son el sus-
tento social de la convivencia entre las 
personas, LAS RELACIONES HUMA-
NAS SE CONSTRUYEN A TRAVÉS 
DEL RESPETO COMO PIEDRA ANGU-
LAR, nos permiten esa cotidianeidad 
para la obtención de bienes de subsis-
tencia: alimento, vivienda, economía,  
educación y seguridad. 

En este sentido, de acuerdo con la 
Encuesta Nacional de Victimización y 
Percepción sobre Seguridad Pública EN-
VIPE 20261, el balance es negativo: los 
delitos van al alza, la cifra negra u oculta 
se percibe mayor y la desconfianza ins-
titucional nos aleja del objetivo (16) de 
desarrollo sostenible: no se siente paz, 
no se percibe justicia, no se observa 
confianza, ni solidez institucional… tra-
bajamos para revertir esta situación. 

Para una buena política pública en 
materia de seguridad pública es necesa-
rio partir de un diagnóstico y reconocer 
los resultados, en México hay más delitos, 
hubo una recomposición aumentaron un 
17.7 por ciento fraude, extorsión y robo 

El derecho a
vivir sin miedo 

La inseguridad modifica hábitos, restringe el uso del 
espacio público y erosiona la confianza en las instituciones. 

Los datos de ENVIPE 2026 muestran el tamaño del 
desafío; la respuesta debe ir más allá del combate al 
delito y colocar en el centro los derechos humanos, la 
justicia y la recuperación de la confianza ciudadana. 

Bibliografía
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o asalto en la calle o transporte pú-
blico; dentro de los resultados se obser-
va que, tratándose de delitos personales 
-afectan a la persona directamente y no 
en colectividad-, en el 28.5 por ciento de 
los hogares, al menos uno de sus inte-
grantes ha sido víctima de algún delito, 
en mayor proporción hombres que muje-
res con una diferencia del 2 por ciento; 
bajo una cifra negra a nivel nacional del 
93.4 por ciento, se tiene una percepción 
de inseguridad del 74 por ciento y un 
costo estimado de 267.3 mil millones de 
pesos, equivalente al 1.06 por ciento del 
Producto Interno Bruto.

Las pérdidas económicas a nivel 
nacional como consecuencia del deli-
to son del 62.1 por ciento, al generarse 
un gasto en medidas preventivas como 
cambiar o colocar cerraduras candados, 
protección estructural rejas o bardas, 
cambio de puertas o ventanas, y/o a 
consecuencia de los daños ocasionados 
a la salud2, o por pérdidas patrimoniales 
por robo de vehículo, fraude, asalto, se-
cuestro, etcétera.

HIDALGO REGISTRA UNA CIFRA DE-
LICTIVA QUE SUPERA LA MEDIA ARIT-
MÉTICA QUE ES DE 31 MIL 221 DELITOS 
por cada 100 mil habitantes, pasó de 26 mil 
113 a 34 mil 791 estamos en un 33.2 por 
ciento; con una cifra negra3 promedio de 
92.9 por ciento -no denunciados o sin inves-
tigación-; tenemos una tasa de víctimas de 
delito por cada 100 mil habitantes del 19.3 
por ciento (22 mil 982 personas), estamos 
dentro de las entidades con una percepción 
de inseguridad de 61.3 por ciento, con 
una sensación de inseguridad al caminar de 
noche sin compañía del 49.3 por ciento, de 
visitar cajeros automáticos en vía pública del 
73.5 por ciento, de usar transporte público 
del 65.1 por ciento, en general las mujeres 
nos sentimos más inseguras que los hom-
bres, ello genera un balance de seguridad 
promedio de 28.5 por ciento.

Entre los factores de riesgo que influyen 
en esta percepción están: consumo de al-
cohol en la calle o parques y vía pública, 
ausencia de alumbrado público suficiente, 
robos o asaltos frecuentes, actos de van-
dalismo, lo que obliga, en un ámbito de 

autoprotección al cambio de hábitos y ruti-
nas por temor a ser víctima de algún delito 
entre otros, salir de noche, llevar consigo 
dinero en efectivo, usar joyas, tomar taxi, 
salir a caminar, viajar por carretera, ir al 
cine, a alguna plaza o espectáculo noctur-
no, entre las más frecuentes.  LA PERCEP-
CIÓN DE SEGURIDAD CIUDADANA SE 
MANIFIESTA EN LA RESTRICCIÓN DEL 
USO DEL ESPACIO PÚBLICO, modifican-
do comportamientos y cambio de entornos 
para socializar y limita libertades, “el temor 
se concentra en espacios cotidianos”.

Otro referente de esta sensación de 
seguridad es a través de los datos e infor-
mes que proporciona, de forma homolo-
gada sobre violencia y delincuencia, el Se-
cretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública, es importante cono-
cer estos índices delictivos para tomar de-
cisiones políticas e implementar medidas 
de prevención, corrección y fortalecer las 
capacidades del estado para atender este 
rubro, -corregir la ruta-, sin perder de vista 
de saber la existencia de una cifra negra 
que no podemos cuantificar. 
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Las cifras se leen contextualmente di-
ferentes a nivel federal que, a nivel local 
como entidad federativa, en contextos 
urbanos o rurales, por situaciones terri-
toriales, fronterizas y otros contextos es 
lógico que cambia el tipo de delincuencia, 
en lo general, se reducen algunos robos 
y homicidios dolosos, pero elevan delitos 
económico-patrimoniales como extorsio-
nes, fraudes y robo en espacio público; el 
fraude4 el más frecuente en 27 estados de 
la república y la extorsión en 17. 

La estructura delictiva cambia, los fe-
nómenos delictivos experimentan procesos 
de transformación, son dinámicos ante la 
evolución histórico-socio-cultural y ante 
modificaciones a eslabones del sistema de 
justicia, -pendiente en cuanto a policías y 
ministerio público-, esto agrava la cifra ne-
gra y lleva al alza a tipos penales como el 
fraude y la extorsión que utilizan medios fi-
nancieros, digitales y tecnológicos, los cua-
les por su magnitud dejan mayor sensación 
de inseguridad, sumado a la carga econó-
mica y de salud asociada a la criminalidad 
que, en lo inmediato se traduce en un gasto 
en medidas de protección, obligando a las 
personas a destinar recursos adicionales 
conservando ese temor a volver a ser vícti-
mas de la delincuencia. 

Ante ello, es necesario incentivar la 
denuncia inmediata, el reporte oportuno, 
hacer los ajustes propios para evitar la 
burocracia administrativa, reconociendo 
como factores por los cuales no se de-
nuncia: el 35.8 por ciento por conside-
rarlo como una pérdida de tiempo, el 13 
por ciento por desconfianza en la autori-
dad, otros más, por considerarlos trámi-
tes largos y difíciles, por actitud hostil de 
la autoridad, miedo al agresor o a una 
extorsión, ser delito de poca importancia 
o falta de pruebas entre otros, lo cual se 
agudiza con la insuficiente capacitación 
técnico-profesional de los encargados 
en las Agencias del Ministerio Público y 
la excesiva carga laboral que tienen. 

En 2026, 53.4 por ciento de la pobla-
ción encuestadas desconfía de la policía 
de tránsito, 42.2 por ciento de la Policía 
Municipal Preventiva, 40.3 por ciento de 
la Policía Estatal, 40.1 por ciento del Mi-
nisterio Público y Procuradurías, 37.6 por 
ciento de la Policía Ministerial”5 y para-
dójicamente son, en términos generales, 
los primeros respondientes ante la comi-
sión de un delito y quien tiene el mono-
polio del ejercicio de la acción penal. 

¿Por qué no se denuncia?
Principales razones de no denuncia
- 35.8 % — se considera una pérdida de 
tiempo.
- 13.0 % — desconfianza en la autoridad.
- Trámites largos y difíciles.
- Actitud hostil de la autoridad.
- Miedo al agresor.
- Falta de pruebas.

Un sistema de seguridad y justicia se 
construye con acciones que disminuyan 
la burocratización al denunciar, mejorar 

el trato institucional, lograr mejor capa-
citación efectiva en el personal que las 
integra, -en lo personal considero- se ha 
desaprovechado el uso de los mecanis-
mos alternativos de solución de contro-
versias, para despresurizar y dar pauta a 
mejores investigaciones de calidad, con 
rigor y objetividad técnica sustentada.

Una acción inmediata, que en Hidalgo 
ya se viene trabajando es: reconstruir las 
capacidades y la confianza en las ins-
tituciones de seguridad y justicia para 
coproducir seguridad ciudadana, menos 
víctimas, mayor acceso a justicia, menores 
costos y mayores libertades, se trabaja in-
terinstitucionalmente por mayor presencia 
policial, mejor patrullaje, operativos mejor 
diseñados contra la delincuencia y sumar 
acciones de inteligencia policial como pre-
vención y atención oportuna, sin perder de 
vista el cumplimiento irrestricto a derechos 
humanos y sumando acciones que promue-
ven justicia … esto nos lleva a reparar, a sa-
nar y a mejorar el tejido social.
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Hemos atestiguado un periodo de 
presentación de informes del ejer-
cicio de gobierno en sus diferentes 

poderes y órdenes, esto en atención a un 
ejercicio de transparencia y rendición de 
cuentas mandatado por ley. Iniciado en 
el mes de agosto para el caso del Poder 
Legislativo y Judicial, y septiembre para 
el Ejecutivo, avanzando hacia octubre 
con la glosa del informe de gobierno que 
implica la comparecencia de los secreta-
rios del gabinete ante el Congreso local.

Seguramente podemos debatir am-
pliamente sobre la eficacia de estos ejer-
cicios para presentar ante la ciudadanía 
con toda claridad y transparencia los 
resultados de la acción de gobierno; dis-
cutir si el formato usualmente utilizado 
mantiene vigencia o es tiempo de aban-
donarlo y buscar mejores mecanismos 
que permitan, además, la recuperación 
de la opinión de los gobernados sobre lo 
que se informa. Al final se trata de que la 
ciudadanía cuente con información que 
le permita evaluar el desempeño de sus 
servidores públicos en el gobierno y de 
sus representantes en el Congreso. 

En esta oportunidad, centro el aná-
lisis en la evaluación de la función le-
gislativa, esta función tan vituperada, 
devaluada, señalada y demás adjetivos 
la mayoría negativos. Planteémonos al-
gunas interrogantes: ¿Qué caracteriza 
a un buen o mal diputado o diputada? 
¿Cómo evalúa la sociedad la función y 
el desempeño de la persona legislado-

ra? ¿Para qué le sirve a la ciudadanía la 
labor legislativa de las y los diputados?

El Poder Legislativo tiene la facultad de 
legislar en todo lo que concierne al régimen 
interior del Estado, esta función es inheren-
te a cada una y cada uno de los diputados 
integrantes de la legislatura y consiste en 
proponer leyes o reformas a leyes vigentes, 
o decretos; también tiene facultades políti-
co-administrativas como la delimitación del 
territorio del Estado; político jurisdicciona-
les como el juicio político; fiscalizadoras; de 
control, y representación.

En otras oportunidades se ha plantea-
do el riesgo de evaluar como norma gene-
ralizada el desempeño de las y los legisla-
dores con base en el número de iniciativas 
presentadas, siendo que este indicador 
cuantitativo no necesariamente refleja un 
efectivo y sustancial trabajo legislativo por 
parte de las diputadas y diputados. 

En las últimas legislaturas, podría de-
cirse que a partir de las legislaturas de 
1997 y 2000, coincidente con la plura-
lidad en la representación que empezó 
a caracterizar a los congresos locales 
y al de la Unión, hemos atestiguado un 
aumento sistemático en la producción 
legislativa, es decir, un número cada vez 
mayor de iniciativas de reforma a leyes 
vigentes o nuevas leyes presentadas 
por diputadas y diputados no solo en 
nuestro Congreso de Hidalgo, sino como 
práctica en otros congresos locales y sin 
excluir al propio Congreso de la Unión. 

C
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Profesora de Educación Primaria con 
Licenciatura en Ciencias Sociales y 
Licenciatura en inglés, y maestra en 
Políticas Públicas y Género por la 
Facultad Latinoamericana de Ciencias 
Sociales - México.
 
Especialista en “The Teaching of 
History in Elementary School” por la 
Universidad Joetsu, de Niigata, Japón; 
ostenta la Especialidad en Política y 
Gestión Educativa por la FLACSO – 
México y la Especialidad en Derecho 
Parlamentario y Técnica Legislativa por 
la Benemérita Universidad de Oaxaca 
y el Instituto Belisario Domínguez 
del Senado de la República. Está 
diplomada en Planeación y Operación 
Legislativa, Derechos Humanos y 
Democracia, en Derechos de los 
animales y en Educación para la Paz 
y Derechos Humanos; por el Instituto 
Tecnológico Autónomo de México 
(ITAM), la FLACSO, México; Centro de 
Estudios Carbonell y La Universidad 
Iberoamericana, respectivamente.
 
Posee una amplia trayectoria en el 
sector educativo.  Inició su ejercicio 
profesional como maestra frente a 
grupo. Posteriormente, ocupó varios 
cargos públicos en la Secretaría de 
Educación Pública de Hidalgo como 
directora general de Evaluación 
Educativa, directora general de 
Educación Básica, subsecretaria de 
Educación Básica y directora general 
de El Colegio del Estado de Hidalgo.

Fue secretaria ejecutiva del Sistema 
Estatal de Protección Integral de Niñas, 
Niños y Adolescentes de Hidalgo.

Inició su carrera política como 
Diputada Federal Suplente por el 
Distrito II en 2015. En 2016, fue 
Diputada Local lo cual la llevó a 
integrar la Sexagésima Tercera 
Legislatura del Congreso del Estado de 
Hidalgo, convirtiéndose en la primera 
mujer en presidir la Junta de Gobierno 
del Congreso en Hidalgo. Fue reelecta 
diputada local en la Sexagésima 
Cuarta Legislatura; en la que fue 
nuevamente presidenta de la Junta de 
Gobierno, durante el segundo año de 
ejercicio constitucional.

Actualmente, es presidenta de la 
Asociación Civil Tlali Nantli, Madre 
Tierra dedicada a contribuir al 
desarrollo integral de las personas con 
un enfoque de igualdad de género y 
derechos humanos.

Mtra. María Luisa 
Pérez Perusquía

La evaluación del
desempeño legislativo

Más iniciativas no siempre significan mejor 
legislación: el desempeño también se mide 

por sus resultados y aplicación
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Para ejemplificar comparto los 
datos que consigna el Sistema de 
Información Legislativa (SIL) 

 Activismo legislativo
Los académicos refieren esta conducta 
como “activismo legislativo”, “inflación Le-
gislativa” o “hipertrofia normativa”; un profe-
sor mío la nombraba como “diarrea legisla-
tiva” o mejor “incontinencia legislativa” para 
que no sonara tan poco propio – decía -. 

Pues sí, una competencia intermina-
ble e irreflexiva por querer ser quien más 
iniciativas presentó y con ello ganarse 
una buena evaluación de desempeño. 
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¿Cuál ha sido el incentivo? Ante la 
complejidad de la evaluación de la función 
legislativa, los indicadores han sido pre-
ponderantemente cualitativos: número de 
iniciativas presentadas, número de inicia-
tivas aprobadas, asistencia a las sesiones 
de Pleno. Estas evaluaciones nutren los 
informes y, en consecuencia, los reportes 
periodísticos, alimentando la narrativa de 
que, a más iniciativas presentadas, mejor 
el desempeño o viceversa. 

Para la persona legisladora los incenti-
vos para presentar el mayor número posi-
ble de iniciativas se relacionan con generar 
visibilidad, subir a la tribuna, tener presen-
cia política; soslayando la razón principal 
que debería sustentar una propuesta de 
reforma a una ley o una nueva ley. 

La razón que debería motivar la pro-
puesta de intervención normativa (ley o 
decreto) es determinar puntualmente el o 
los problemas que afectan a la ciudadanía. 
Cuál es el interés público primario que se 
ve afectado por una situación específica o 
una serie de situaciones y en qué sentido. 
Analizar cuáles pudieran ser las causas ya 
sean de carácter normativo (lagunas, insu-
ficiencias, deficiencias, obsolescencias en 
una o más leyes), judicial (por efecto de 
la jurisprudencia), social, económico, am-
biental (inexistencia o insuficiencia de una 
política pública en la materia). 

Minor y Roldán (2006) sostienen que 
“la producción de leyes es una interac-
ción que tiene lugar entre los autores de 
las normas; los destinatarios o las per-
sonas a quienes la ley está dirigida; el 
sistema jurídico o el conjunto normativo 
del que forma parte la nueva ley; los fi-
nes, objetivos o metas que se persiguen 
con la elaboración de las leyes y los va-
lores que justifican dichos fines” (2006).

Dicho lo cual, podemos afirmar que 
legislar no es cosa menor, por lo que el 
mayor activismo legislativo puede con-
ducir a que la calidad promedio de las 
iniciativas presentadas sea menor, que 
se adolezca de análisis de factibilidad o 
legalidad. Nos encontramos con iniciati-
vas presentadas en donde los cambios 
propuestos son cosméticos: una pala-
bra, un ajuste de redacción que no afec-
ta el fondo, iniciativas que pudiendo ser 
presentadas en un solo documento son 
fragmentadas en varias; tareas estatales 

y algunas labores operativas del Poder 
Ejecutivo que se pretende plasmar en las 
leyes, paquetes de iniciativas que al no 
haber sido dictaminadas, se presentan 
legislatura tras legislatura por distintos 
diputados del mismo grupo legislativo; 
solo por poner algunos ejemplos. 

En resumen, un importante número de 
iniciativas presentadas no tienen viabilidad 
técnica, económica, social o presupuestal. 
La mayoría de esas iniciativas jamás sur-
ten efecto, no avanzan en el proceso legis-
lativo hasta ser aprobadas y publicadas, 
pero sí engrosan la carga administrativa 
para las áreas técnicas del Congreso y las 
Comisiones dictaminadoras. 

De ahí la insistencia en que el buen o 
mal desempeño de las y los legisladores 
no debiera supeditarse al número de ini-
ciativas presentadas. 

Distintas voces de estudiosos del 
Derecho Parlamentario y la Técnica Le-
gislativa coinciden en que el primer ám-
bito para evaluar el desempeño legisla-
tivo es el Pleno, dado que ahí ocurren 
o deberían ocurrir las deliberaciones y 
las votaciones de las iniciativas de ley 
y se realizan o deberían realizarse los 
pronunciamientos políticos sobre el con-
tenido de las políticas públicas. El Pleno 
debería ser el espacio político más im-
portante de un Congreso en su función 
de vigilancia y control al ejecutivo.

Volviendo a las leyes, y en virtud de 
que éstas no son acabadas ni perpetuas, 
sino que requieren de ajustes en función 
de las necesidades que plantee la rea-
lidad social o política, es necesaria la 
revisión de las leyes o reformas aproba-
das mismas, para conocer sus alcances 
y saber si cumplen con los propósitos 
que se plantearon en su origen o con las 
posteriores modificaciones a que fueron 
sometidas. La denominada evaluación 
ex post da oportunidad de someter a es-
crutinio la ley y sus efectos.

Evaluación ex post
Es la revisión de una ley o 
reforma después de su entrada 
en vigor para determinar si se 
aplica, si funciona de manera 
adecuada y si alcanza los 
objetivos para los que fue creada.

En este sentido, es importante que una 
vez que la ley o alguna de sus reformas 
entre en vigor se realice un análisis del 
impacto para revisar si se insertó armóni-
camente en el sistema jurídico, si la socie-
dad la está cumpliendo y haciendo valer y 
si se están alcanzando los fines sociales, 
ambientales, económicos, etcétera, que 
fundamentaron su razón de ser.

No me detengo más en lo referido a 
la evaluación del impacto legislativo en 
temas tales como a quién le corresponde 
realizarla, qué experiencias nacionales e 
internacionales existen sobre el particu-
lar y otros, porque elijo cerrar esta par-
ticipación con lo que considero un tema 
de gran relevancia: La letra muerta. 

¿Qué hay cuando la ley es ley porque 
está publicada y es vigente, pero no 
se aplica? 
Por cuestiones de espacio sólo presen-
to dos ejemplos que, además, conozco 
muy bien y de primera mano. 

Abordemos lo mandatado en la Ley 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia para el Estado de Hidal-
go en materia de la institucionalización 
de una Ruta de Atención Integral a Muje-
res en Situación de Violencia.

En la última sesión extraordinaria del 
Pleno del Congreso de la 64 Legislatura 
se aprobó esta reforma a la Ley de Acce-
so a las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia para el Estado de Hidalgo, misma 
que fue publicada en el Periódico Oficial 
el 13 de septiembre del 2021.

El objetivo de la reforma al incluir la 
institucionalización de la Ruta de Aten-
ción Integral fue  -es- eficientar las actua-
ciones y responsabilidades internas de 
cada dependencia y entidad de acuerdo 
con sus competencias para con ello pro-
teger a las víctimas, evitando la revicti-
mización, garantizar su recuperación y la 
restitución de sus derechos, propiciando 
coordinación y comunicación entre las 
dependencias, evitando que las depen-
dencias dupliquen esfuerzos, sean omi-
sas ante sus responsabilidades o inclu-
so, como sucede, que sus resoluciones 
puedan contraponerse unas con otras.  

El impulso a la citada reforma de Ley, 
fue producto de un trabajo colegiado 
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entre las organizaciones de la sociedad 
civil integrantes del Conversatorio de las 
Mujeres de Hidalgo, el Gobierno del Esta-
do de Hidalgo a través del Instituto Hidal-
guense de las Mujeres y de la 64 Legisla-
tura del Congreso del Estado de Hidalgo, 
particularmente con quien entonces pre-
sidía la Comisión de Igualdad de Género.

A pesar de estar mandatado en la 
Ley hasta el momento no existe evi-
dencia de la implementación de la ruta. 
Mención aparte merece el municipio de 
Pachuca, a través de su Secretaría de las 
Mujeres, quienes han demostrado volun-
tad política y compromiso en la imple-
mentación de la Ruta Municipal en la que 
se encuentran trabajando.  

En 2021, la 64 Legislatura de nuestro 
estado aprobó una reforma a la Ley de 
Protección y Trato Digno para los Animales 
en el Estado de Hidalgo para promover la 
participación ciudadana en la elaboración 
y revisión de políticas públicas enfocadas 
a garantizar el trato digno y la protección 
de los animales, en la que se consideró la 
creación del Consejo Consultivo Ciudada-
no para la Protección de los Animales.

Dicho Consejo quedó definido como 
un órgano de carácter consultivo, de 
asesoramiento y de participación y co-
laboración ciudadana en materia de pla-
neación, supervisión y evaluación de las 
políticas públicas enfocadas al cuidado 

y protección de los animales, a efecto 
de garantizar los derechos a todos los 
animales objeto de la ley.

¿Qué dio origen a la propuesta de 
crear este Consejo Consultivo Ciudada-
no? Por supuesto el reconocimiento de 
la necesidad de acabar con el maltrato y 
la crueldad animal y a la vez, el reconoci-
miento de que son las personas, los colec-
tivos, las asociaciones civiles, los profesio-
nales en la materia comprometidos con el 
bienestar y trato digno para los animales 
quienes realmente conocen la problemáti-
ca que enfrentan, quienes pueden aportar 
en la construcción e implementación de 
las acciones gubernamentales en la ma-
teria, sencillamente porque son quienes 
han estado ahí desde siempre asumiendo 
incluso, la responsabilidad que le corres-
ponde a los gobiernos.  El consejo se plan-
teó como una gran oportunidad de cola-
boración entre sociedad y gobierno.

La reforma fue publicada el 13 de sep-
tiembre de 2021, estableciendo los plazos 
para que la Procuraduría Estatal de Protec-
ción al Ambiente expidiera los lineamien-
tos para su funcionamiento y publicara 
la convocatoria para su integración. Sin 
embargo, a la fecha, no hay evidencia del 
cumplimiento de esta obligación. 

En resumen, de nada sirve un traba-
jo legislativo que cuida la técnica legis-
lativa en la elaboración de iniciativas y 

dictámenes; que propicia ejercicios de 
Parlamento Abierto para considerar las 
voces ciudadanas y expertas en deter-
minada materia; que consigue la suma 
de voluntades para la aprobación, si la 
reforma de Ley no se aplica.

Aquí solo dos ejemplos, pero hay 
muchos más al grado de que como so-
ciedad hemos acuñado la frase “letra 
muerta” para nombrar a ordenamientos 
jurídicos que fueron hechos para cumplir 
y hacerse cumplir.

Por último, ¿Se ha preguntado qué res-
ta por hacer cuando no hay evidencias de 
la acción gubernamental para la aplica-
ción de una Ley? Deberíamos contar con 
nuestros representantes en el Pleno del 
Congreso para hacer evidente la omisión y 
exigir en nuestro nombre su cumplimiento. 
Como ciudadanía podríamos acogernos 
al Amparo si consideramos que la omisión 
afecta nuestros derechos.

Volviendo a los ejemplos planteados 
¿Alguna o alguno de nuestros representan-
tes en el Congreso estará comprometido 
con la atención integral a mujeres en situa-
ción de violencia? ¿Alguien reconocerá que 
la fuerza y el sustento de la democracia, ra-
dica en la participación de la sociedad civil 
en la construcción entre otros, de políticas 
públicas? ¿Alguna o alguno comprometido 
con el bienestar animal, con el trato digno y 
la protección de los animales?.
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MUJER LIBRA
30 años de cárcel

Del banquillo de los acusados a la libertad

JUSTICIA | La mujer fue señalada 
por la muerte de un adolescente 
cuyo cuerpo fue localizado bajo 

una plancha de concreto en 
Mineral de la Reforma. 

Por Alejandro Reyes

El Ministerio Público acusó a Ana de homicidio 
calificado, de privar de la vida con premedita-
ción a un adolescente, de ser la autora directa 

y de cometer el delito de manera dolosa. 

Ana fue aprehendida, vinculada a proceso y lleva-
da a juicio en los juzgados penales de Pachuca, ahí, el 
Ministerio Público solicitó a los jueces que se le impu-
siera una pena de 30 años de prisión y una reparación 
del daño cercana al medio millón de pesos.

Eran ella y su defensa ante la acusación del Mi-
nisterio Público, al borde de quedar recluida por 30 
años en el Centro de Reinserción Social de Pachu-
ca. Su libertad estaba en manos de los jueces.

Ana es un nombre ficticio, el verdadero está 
dentro de un sobre cerrado de la causa penal de 
enjuiciamiento, su historia es real. La Causa Penal 
es la 78/2026, la sentencia absolutoria se dictó en 
el Juzgado Penal Acusatorio de Pachuca. 

La identidad del adolescente también fue resguar-
dada de acuerdo con la sentencia publicada por el 
Poder Judicial de Hidalgo en agosto de 2026, su edad 
y el lugar de los hechos también fueron reservados.
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La acusación 
El Ministerio Público acusó a Ana de en-
viarle un mensaje al adolescente pidién-
dole que fuera a su domicilio para ayu-
darle a hacer un escrito, el menor acudió 
y ahí presuntamente lo golpeó en diferen-
tes partes de la cabeza causándole lesio-
nes que le ocasionaron la muerte para 
después cubrirlo con cemento al interior 
del departamento y huir del lugar. La cau-
sa de la muerte del menor fue traumatis-
mo craneoencefálico y torácico.

La última comunicación que tuvo la 
madre del adolescente con él fue a través 
de mensajes de WhatsApp en donde él le 
dijo que había salido al departamento de 
Ana, cuándo ella le respondió los mensa-
jes no le llegaron, le envió uno más para 
saber dónde estaba, pero tampoco le lle-
gó. Su hijo no volvió a casa.

Presa de la angustia la madre lo esperó 
con su esposo toda la noche, al ver que su 
hijo no regresó a casa lo buscaron al otro 
día en la escuela y al no encontrarlo acu-
dieron al Ministerio Público para denunciar 
la desaparición del adolescente.

Su madre, su padre y su hermano 
pegaron fichas de búsqueda del menor 
en las calles, lonas, posters, lo mismo en 
redes sociales, Facebook e Instagram, 
pero del menor no se sabía nada. 

Encuentran el cuerpo
Meses después un agente del Ministerio 
Público acudió al domicilio de la madre 
para informarle que habían encontrado 
un cuerpo con las características de su 
hijo en el edificio frente a su casa, en Mi-
neral de la Reforma.

El agente le dijo que los tatuajes del 
cuerpo coincidían con los que tenía su 
hijo, cuatro letras en sus dedos y un ta-
tuaje más. La madre acudió al Servicio 
Médico Forense de Pachuca, ahí confir-
mó que se trataba de su hijo.

Una llamada al 911 alertó de olo-
res fétidos y moscas de concreto en 
la habitación de un departamento en 
Mineral de la Reforma. Ahí llegaron 
policías municipales, quienes compro-
baron el olor salía de una plancha de 
concreto de la habitación y llamaron a 
protección civil.

Al arribar los elementos de protección 
civil demolieron la plancha de concreto y al 
retirarla observaron que en el interior había 
una colchoneta roja y una cobija en las que 
estaba envuelto dentro de una bolsa negra 
y playo el cuerpo de una persona sin vida. 

Llamaron al Ministerio Público quien 
envió a agentes de investigación. El cuer-
po se encontraba en estado de descom-
posición avanzado, peritos del Servicio 
Médico Forense realizaron el levanta-
miento del cadáver.

Tras la necropsia realizada al cuerpo 
en el Semefo el perito médico que se hizo 
cargo llegó a tres conclusiones: se trata-
ba de un cadáver del sexo masculino, la 
causa de muerte fue un traumatismo cra-
neoencefálico y torácico y el intervalo de 
post mortem fue de tres a seis meses.

El juicio
En el juicio de Ana su defensa aseguró que 
ella era inocente y que la acusación del 
Ministerio Público se construyó sobre su-
posiciones, contradicciones y una investi-
gación profundamente deficiente.

Argumentó que la Fiscalía pretendía 
que los jueces condenaran a una per-
sona basada en actos de investigación 
realizados con violaciones al debido 
proceso, diligencias incompletas y prue-
bas cuestionables.

Afirmó que el Ministerio Público no de-
mostró, más allá de toda duda razonable 
que Ana privó de la vida al adolescente pues 
quedó evidenciado que la fiscalía constru-
yó una acusación basada en inferencias, 
suposiciones, omisiones investigativas y 
actos de investigación cuya legalidad se 
encuentra seriamente comprometida.

La defensa puntualizó que no existió 
un solo testigo presencial, una sola prueba 
científica que colocara a su representada 
en el momento de los hechos, ni tampoco 
una sola prueba genética, huella, impre-
sión dactilar, muestra biológica vídeo.

Agregó que el Ministerio Público no pro-
bó la supuesta premeditación ni acreditó 
que su asesorada tuviera esa fuerza para 
ocasionar esos rompimientos de huesos por 
lo que al haber una deficiencia e insuficien-
cia probatoria solicitó un fallo absolutorio.

Los jueces
Para el Tribunal de Enjuiciamiento el Minis-
terio Público no probó el dolo con el que se 
acusó a Ana de homicidio, pues el desfile 
probatorio en el desarrollo del juicio oral 
resultó insuficiente para demostrarlo.

Tampoco acreditó la premeditación, 
pues no demostró la existencia de ese pro-
ceso reflexivo previo y la persistencia de la 
resolución criminal durante el lapso com-
prendido entre la ideación y la ejecución.

Los jueces determinaron que no se 
probó que Ana fue quien golpeó al ado-
lescente en diferentes partes de la cabe-
za y el cuerpo, causándole lesiones que 
le ocasionaron la muerte para después 
cubrirlo con cemento en el interior del 
departamento y huir del lugar.

Explicaron que el Ministerio Público 
no lo probó no por las circunstancias en 
cómo se ejecutó la conducta delictiva, 
sino por cuanto hace a la identidad de 
la persona que se dijo las llevó a cabo.

Ante la insuficiencia probatoria las 
pruebas desahogadas no permitieron 
concluir que Ana haya intervenido en la 
muerte del adolescente, por lo que jue-
ces Miguel Ángel Galindo Nájera, Diana 
Villarreal Quintero e Hibels José Luis 
Crespo García resolvieron absolverla del 
delito de homicidio calificado luego de 
no haberse acreditado su responsabili-
dad penal. Ana quedó libre, la muerte del 
adolescente impune y el responsable del 
asesinato lejos de la justicia.
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Reuniones regionales, mesas técnicas y conve-
nios con los 84 municipios forman parte de la 
estrategia para ampliar los servicios de asis-

tencia social. El organismo reporta la formalización 
de 35 Procuradurías Municipales de Protección de 
Niñas, Niños y Adolescentes.

Pachuca de Soto, Hidalgo.— La coordinación 
entre el Sistema DIF Hidalgo y los Sistemas Muni-
cipales DIF (SMDIF) es una de las líneas de trabajo 
impulsadas durante la gestión de Edda Vite Ramos, 
presidenta del Patronato del organismo estatal, con 
el propósito de fortalecer la operación de los pro-
gramas de asistencia social y ampliar su cobertura 
en los 84 municipios de Hidalgo.

La estrategia contempla reuniones regionales, en-
cuentros técnicos y convenios de aportaciones muni-
cipales para coordinar acciones, definir compromisos 
y mejorar la capacidad de respuesta de los equipos 
locales. Su implementación ocurre en un estado don-
de las distancias, las condiciones geográficas y las 
diferencias en infraestructura y recursos representan 
retos para la prestación de servicios.

Coordinación regional y asistencia técnica
De acuerdo con la información institucional, du-

rante la actual administración se han realizado 30 
Reuniones Regionales para el Fortalecimiento de 
los SMDIF. En estos encuentros, las direcciones de 
las distintas áreas del Sistema DIF Hidalgo presen-
tan los programas operativos y administrativos, con 
el objetivo de establecer mecanismos de colabora-
ción con las autoridades municipales.

A estas actividades se suman cuatro reuniones 
técnicas, en las que personal de los sistemas muni-
cipales y responsables de los programas estatales 
trabajaron en la elaboración de planes de trabajo. 
Estos instrumentos buscan precisar las acciones 
que corresponden a cada instancia y orientar la 
coordinación hacia objetivos concretos.

DIF Hidalgo
acuerdos para fortalecer 
la atención social en los municipios
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La efectividad de estas medidas dependerá de 
su seguimiento y de la evaluación de los compro-
misos establecidos, así como de la información dis-
ponible sobre la cobertura de los programas y la 
atención brindada a la población.

Convenios con compromisos específicos
La colaboración entre el organismo estatal y los 

municipios también se formalizó mediante Conve-
nios de Aportaciones Municipales. Estos instrumen-
tos contemplan compromisos relacionados con la 
canalización de pacientes al Hospital del Niño DIF 
Hidalgo, la atención de casos que requieren medi-
das de protección y el equipamiento de espacios y 
unidades destinados a servicios sociales.

Entre las áreas consideradas se encuentran los 
Espacios de Alimentación, Encuentro y Desarrollo, así 
como las Unidades Básicas de Rehabilitación (UBR).

Los alcances de cada compromiso están sujetos a 
los términos de los convenios y a la normativa aplica-
ble. Para conocer el impacto de estas acciones, resul-
ta relevante contar con información sobre los recur-
sos comprometidos, los plazos de cumplimiento y las 
unidades que han recibido equipamiento o mejoras.

Protección de niñas, niños y adolescentes
En materia de derechos de la infancia y la ado-

lescencia, el DIF Hidalgo reporta la formalización de 
35 Procuradurías Municipales de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes. Estas instancias tienen como 
propósito acercar la atención especializada a nivel lo-
cal y facilitar la intervención de las autoridades com-
petentes ante posibles vulneraciones de derechos.

En abril de 2026, la LXVI Legislatura del Congreso 
de Hidalgo aprobó reformas relacionadas con las Unida-
des de Primer Contacto (UPC), orientadas a su transfor-
mación en Procuradurías Municipales. El cambio busca 
dotar a estas instancias de atribuciones legales para 
intervenir en casos de violencia contra niñas, niños y 
adolescentes y adoptar las medidas de protección que 
correspondan conforme al marco jurídico aplicable.

La implementación de estas reformas requiere 
considerar las facultades específicas de las nuevas 
procuradurías, así como la disponibilidad de per-
sonal capacitado, protocolos de actuación y me-
canismos de coordinación con las autoridades de 
protección y procuración de justicia.

El reto: medir los resultados
Las reuniones regionales, la asistencia técnica y 

los convenios constituyen mecanismos de coordi-
nación entre el DIF Hidalgo y los sistemas municipa-
les. Sin embargo, el número de encuentros y acuer-
dos, por sí solo, no permite determinar su impacto 
en la atención a las familias.

Para evaluar los avances será necesario cono-
cer, entre otros aspectos, cuántos municipios han 
cumplido los compromisos establecidos, qué ser-
vicios se han ampliado, cuántas personas han reci-
bido atención y qué capacidad operativa tienen las 
instancias municipales de protección.

El fortalecimiento de los SMDIF plantea así dos 
tareas complementarias: consolidar la coordina-
ción institucional y documentar los resultados de 
las acciones emprendidas. La evaluación de estos 
procesos permitirá establecer en qué medida los 
acuerdos se traducen en servicios oportunos y ac-
cesibles para la población hidalguense.

30
Reuniones regionales 
reportadas 
durante la actual 
administración.

4
Reuniones técnicas 
para elaborar planes 
de trabajo entre 
equipos estatales y 
municipales.

84
Municipios de Hidalgo 
a los que se dirige 
la estrategia de 
coordinación.

35	
Procuradurías 
Municipales de 
Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes 
cuya formalización 
reporta el DIF Hidalgo.
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